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DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / VALORACIÓN PROBATORIA / NO SE CONFIGURÓ DEFECTO FACTICO / NIEGA. “[S]e aduce que el juez pasó por alto el contenido de la escritura pública que adosó como prueba de su oposición al mandamiento de pago, en especial, el canon 44 de la misma que atañe al “trámite de pagos” por parte del administrador de la propiedad horizontal, baste decir que la funcionaria, en una interpretación razonable sobre ese punto, indicó preliminarmente, con fundamento legal y doctrinal, que a las partes les incumbe probar los supuestos de hecho en los que apoyan sus excepciones, y que en esta específica situación no logró desvirtuar la legitimidad y fuerza ejecutiva del título aportado y la simple manifestación de que la representante legal que se obligó sobrepasó las facultades que le habían sido otorgadas por el condominio, no invalidaba el título, porque eran circunstancias ajenas a su validez (audio, minuto 53 a 54). En ello nada de arbitrario o irracional se advierte como para intervenir en una resolución adoptada con el sustento, se repite, legal y doctrinario relacionado con el tema puesto a consideración de la funcionaria. Esta disquisición del juez, no comporta el quebrantamiento de los derechos fundamentales que se invocan, si bien, como lo dijo, el caso estudiado era necesario analizarlo a la luz de la carga probatoria que le correspondía al excepcionante. Esto, por más discutible que le parezca al mismo, e incluso si pudiera interpretarse de manera diversa, no da lugar a la injerencia del juez constitucional. (…) Se recuerda, en todo caso, que la acción de tutela no ha sido erigida como una instancia adicional con la que se pueda controvertir una decisión judicial, aun cuando sea de única instancia; al contrario, su alcance es restringido y, por consiguiente, impide cuestionar la interpretación que un juez realiza de un determinado asunto, a menos que ella sea tan absurda o antojadiza, que desborde la lógica, situación que no acontece, según viene de verse, en el presente asunto. Surge de todo lo dicho, que la sentencia de primera instancia será modificada, para negar el amparo pretendido, y se adicionará para absolver a la vinculada, por no hallarse de su parte resquebrajamiento alguno del derecho invocado en protección, como que nada se adujo en primer grado sobre el particular.”.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, enero diecisiete de dos mil diecisiete
Expediente 66001-31-03-001-2016-00125-01
Acta N° 12 de enero 17 de 2017
Procede la Sala a decidir la impugnación contra la sentencia dictada el 8 de noviembre último por el Juzgado Primero Civil del Circuito local, en la presente acción de tutela promovida por Condominio Campestre Las Quintas de Cerrito PH, frente al Juzgado Séptimo Civil Municipal de esta misma ciudad, a la que fue vinculada Horizontal PH SAS.
ANTECEDENTES

Con el fin de lograr la protección del derecho fundamental al debido proceso, Jaime Jusep Zuluaga Giraldo, en calidad de administrador y representante legal del Condominio Campestre Las Quintas de Cerrito PH, promovió la presente acción de tutela frente al Juzgado Séptimo Civil Municipal de esta misma ciudad, en la que solicita que “se revoque” la sentencia del 13 de octubre de 2016 dictada por ese despacho dentro del proceso radicado al número “2015-443”, se levanten las medidas previas decretadas y se fije nueva fecha para la audiencia en la que se emita una ajustada a derecho.
Expuso, en síntesis, que Horizontal PH SAS inició proceso ejecutivo singular en contra del condominio que representa, repartido al Juzgado accionado, en el que se pretende el cobro de las facturas de venta que hacen referencia a sumas de dinero por “pago de nómina conserjería”, dentro del cual se decretaron medidas cautelares. Oportunamente, dice, contestó la demanda y el proceso culminó con sentencia que contiene un error, al ordenarse seguir adelante la ejecución, porque se dejó de valorar lo estipulado en la escritura pública número 0028 del 7 de enero de 2003, en la que se establecen unas limitaciones al administrador de la propiedad horizontal en su artículo 44, normativa que es de estricto cumplimiento, pues exige sustentar gastos ante los miembros de la junta administradora y, en su defecto, citar a una asamblea extraordinaria de propietarios para que se apruebe, lo que se omitió con las facturas ejecutadas, de manera que violaron los estatutos, con la particularidad de que María Cristina Mejía Osorio fungía como representante legal de ambas entidades y actuó como vendedora y compradora. Terminó diciendo que el proceso ha debido ser declarativo, en lugar del ejecutivo.
El Juzgado de primera instancia admitió la acción y dispuso la vinculación de la empresa Horizontal PH SAS; corrió traslado por el término de 2 días y ordenó la práctica de una inspección judicial al expediente respectivo. Se pronunció la vinculada por medio de apoderado judicial para solicitar que se negara el amparo por cuanto es inexistente la trasgresión denunciada; dijo que el proceso se adelantó conforme a los parámetros legales y la accionante incumplió la carga de desvirtuar la naturaleza de la relación contractual que le competía.
Sobrevino la decisión de primer grado que declaró la improcedencia de la acción por cuanto, previo recuento jurisprudencial sobre la procedencia de un libelo de este linaje frente a decisiones judiciales, el accionante tuvo la oportunidad de manifestar su inconformidad con el recurso de reposición, pero lo por fuera del término y, por tanto, incumplió con la actividad procesal que le correspondía.

Se alzó el demandante; quien trajo a colación argumentos similares a los planteados en el escrito inicial.
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de la protección del derecho fundamental al debido proceso, por la inconformidad que le causa al accionante la decisión adoptada por el despacho judicial accionado el pasado 13 de octubre, dentro del proceso ejecutivo que allí promocionó en su contra Horizontal PH SAS, por  medio de la cual se dispuso “DENEGAR las excepciones de mérito” que allí promovió y se ordenó seguir adelante la ejecución. 
  



Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU-222 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, esta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. . Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución. 
 o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
  



Aquellos presupuestos generales se satisfacen, como quiera que se aduce la vulneración, entre otros, del derecho fundamental al debido proceso; el expediente donde se profirió la sentencia de la que se reniega, corresponde a un asunto de única instancia y, por tanto, no procedía el recurso de apelación, como tampoco el de reposición por la naturaleza de la providencia; se cumple el principio de inmediatez; si se advirtiera la irregularidad que le achaca el demandante a la funcionaria, aquella podría incidir en la decisión de fondo; se identifica razonablemente en qué consiste la trasgresión, y no se trata de una providencia dictada dentro de una acción de tutela. 
  Ahora bien, en relación con los requisitos específicos, se acusa a la juez, según se desprende de la demanda, de incurrir en un defecto fáctico por cuanto dejó de valorar en el fallo respectivo lo consignado en la escritura pública número 0028 del 7 de enero de 2003, que prevé unas limitaciones al administrador de la propiedad horizontal en su artículo 44, lo que es de obligatorio acatamiento, pues debe comprobar los gastos en que incurra ante los miembros de la junta administradora y, en su defecto, citar a una asamblea extraordinaria de propietarios para que se apruebe el respectivo costo. Por tanto, como al emitir las facturas que sirvieron de abrevadero a la ejecución se incumplió con esa exigencia, era inviable la actuación que, por contera, estaba sometida a un proceso declarativo.
    



El juzgado de primera instancia, se dijo, declaró la improcedencia, porque el recurso de reposición que se interpuso contra el mandamiento ejecutivo fue extemporáneo y se desperdició la oportunidad de debatir lo pertinente. 
  



La Sala, sin embargo, al margen de que, en todo caso fracasará el amparo, estima que como el juzgado accionado, ante la proposición de excepciones de mérito cuya sustentación venía cimentada en argumentos similares a los del aludido recurso, decidió sobre lo que es materia de debate, la cuestión debe analizarse de fondo. 
Ubicada en un defecto fáctico, por cuanto se aduce que el juez pasó por alto el contenido de la escritura pública que adosó como prueba de su oposición al mandamiento de pago, en especial, el canon 44 de la misma que atañe al “trámite de pagos” por parte del administrador de la propiedad horizontal, baste decir que la funcionaria, en una interpretación razonable sobre ese punto, indicó preliminarmente, con fundamento legal y doctrinal, que a las partes les incumbe probar los supuestos de hecho en los que apoyan sus excepciones, y que en esta específica situación no logró desvirtuar la legitimidad y fuerza ejecutiva del título aportado y la simple manifestación de que la representante legal que se obligó sobrepasó las facultades que le habían sido otorgadas por el condominio, no invalidaba el título, porque eran circunstancias ajenas a su validez (audio, minuto 53 a 54).
En ello nada de arbitrario o irracional se advierte como para intervenir en una resolución adoptada con el sustento, se repite, legal y doctrinario relacionado con el tema puesto a consideración de la funcionaria. Esta disquisición del juez, no comporta el quebrantamiento de los derechos fundamentales que se invocan, si bien, como lo dijo, el caso estudiado era necesario analizarlo a la luz de la carga probatoria que le correspondía al excepcionante. Esto, por más discutible que le parezca al mismo, e incluso si pudiera interpretarse de manera diversa, no da lugar a la injerencia del juez constitucional. Valga traer a colación lo que sobre el particular tiene dicho la jurisprudencia
:
“Sólo las actuaciones judiciales que realmente contengan una decisión arbitraria, con evidente, directa e importante repercusión en el proceso, en perjuicio de los derechos fundamentales, pueden ser susceptibles de ataque en sede constitucional. No así las decisiones que estén sustentadas en un determinado criterio jurídico, que pueda ser admisible a la luz del ordenamiento, o interpretación de las normas aplicables, pues de lo contrario se estaría atentando contra el principio de la autonomía judicial. Debe tenerse en consideración que el juez, al aplicar la ley, ha de fijar el alcance de la misma, es decir, darle un sentido frente al caso. La tarea interpretativa es, por ello, elemento propio de la actividad judicial requerida siempre, a menos que la disposición tenga un único y exclusivo entendimiento, lo cual no solo es infrecuente sino extraordinario.

[...]La vía de hecho -excepcional, como se ha dicho- no puede configurarse sino a partir de una ruptura flagrante, ostensible y grave de la normatividad constitucional o legal que rige en la materia a la que se refiere el fallo. Por tanto, mientras se apliquen las disposiciones pertinentes, independientemente de si otros jueces comparten o no la interpretación acogida por el fallador, no existe la vía de hecho, sino una vía de Derecho distinta, en sí misma respetable si no carece de razonabilidad. Esta, así como el contenido y alcances de la sentencia proferida con ese apoyo, deben ser escrutados por la misma jurisdicción y por los procedimientos ordinarios, a través de los recursos que la ley establece y no, por regla general, a través de la acción de tutela.

[...]Diferente es el caso de la ostensible aplicación indebida de una norma, en cuya virtud se pretende lograr que los hechos quepan en ella, aun contra toda evidencia. Allí puede darse la vía de hecho, como lo ha admitido esta Corte, si por haberse forzado arbitrariamente el ordenamiento jurídico se han quebrantado o se amenazan derechos constitucionales fundamentales” 

Con los presupuestos indicados para la procedencia de la acción de tutela  cuando se acusa una decisión judicial de constituir vía de hecho, la Sala reitera la conclusión que se ha referido en anteriores fallos, en el sentido de precisar que “No toda vía de hecho reúne las características necesarias para incoar la acción referida, porque, para que sea viable requiere no sólo que se afecte un derecho fundamental, sino que además se presente cierta gravedad e inminencia en la vulneración o amenaza.” 
, requisitos que no basta con que sean alegados, sino que deben acreditarse o evidenciarse en cada caso concreto.”
Se recuerda, en todo caso, que la acción de tutela no ha sido erigida como una instancia adicional con la que se pueda controvertir una decisión judicial, aun cuando sea de única instancia; al contrario, su alcance es restringido y, por consiguiente, impide cuestionar la interpretación que un juez realiza de un determinado asunto, a menos que ella sea tan absurda o antojadiza, que desborde la lógica, situación que no acontece, según viene de verse, en el presente asunto. 

                                         Surge de todo lo dicho, que la sentencia de primera instancia será modificada, para negar el amparo pretendido, y se adicionará para absolver a la vinculada, por no hallarse de su parte resquebrajamiento alguno del derecho invocado en protección, como que nada se adujo en primer grado sobre el particular.
  



DECISIÓN

Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la Republica de Colombia y por autoridad de la ley, MODIFICA la sentencia proferida el 8 de noviembre de 2016 por el Juzgado Primero Civil del Circuito local, en la presente acción de tutela promovida por Condominio Campestre Las Quintas de Cerrito PH, frente al Juzgado Séptimo Civil Municipal de esta misma ciudad, para NEGAR el amparo elevado.

Se adiciona para absolver a la vinculada.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y en firme, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, archívese. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


    DUBERNEY GRISALES HERRERA
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